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Tema a tratar:   
Contrato de trabajo con conjunto cerrado. Trabajo dominical (24) horas. Decreto 2616 de 2013. Este cuerpo normativo no tiene efectos retroactivos (art. 16 C.S.T.). Cambio a permanente de la medida de reintegro tomada como transitoria por el juez de tutela, cuando la pérdida de la capacidad laboral es del 63.18%. No vulnera ningún derecho fundamental al trabajador, por el contrario, se le preserva y garantiza, puesto que la medida no tendrá un alcance diferente al que se le ha dado a propósito de la ejecución de la misma declarada, transitoriamente, por el juez de tutela, puesto que no se trata de ponerle fin a las incapacidades que se le han venido prescribiendo, dado que esto escapa a las facultades del juez ordinario, siendo propias de los organismos de salud, quienes recomendarán en su caso, la continuidad de las incapacidades, o las condiciones del reintegro, incluida la reubicación. Pensión de invalidez. Titulo pensional por mora del empleador. No aplica a esta pensión, si la empleadora no lo había afiliado a la seguridad social en pensiones, así como tampoco había gestionado el trámite de convalidación de tiempos servidos y no cotizados, a través de cálculo actuarial, subrogación pensional que solo resulta admisible si dicho procedimiento es realizado en su integridad, antes de que se produzca el riesgo que da origen a la prestación.
AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy veintiuno (21) de septiembre de dos mil diecisiete (2017), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (7:30 a.m.), el Magistrado y las Magistradas de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia, emitida por la Jueza Tercera Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, el día 5 de octubre de 2016, dentro del proceso ordinario promovido por José Aníbal Echeverri contra Conjunto Residencial Cerrado Favi II  Propiedad Horizontal y, los llamados en garantía por ésta: Luis Fernando Ramírez Arana, Omar de Jesús Marín Ríos, María Consuelo Restrepo Mesa, José Tomás Jiménez Arévalo y Publio de Jesús Galeano Peña.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN

Antes de que procedan los asistentes a descorrer el traslado en esta instancia, se anticipan los pormenores de este litigio así: El demandante enfoca sus declaraciones y condenas: (i) a la existencia de sendos contratos de trabajo, el primero, a término indefinido del 1 de marzo de 1995 al 31 de mayo de 2014, y el segundo, a término fijo del 1 de junio al 30 de agosto de 2014, con dos prórrogas, una hasta el 30 de noviembre del referido año, la otra, hasta el 28 de febrero de 2015; (ii) la ineficacia del despido por falta de autorización del Ministerio del ramo; (iii) la adopción como permanente, la medida de reintegro, dispuesta como mecanismo transitorio en acción de tutela, con la cancelación de salarios y acreencias laborales; (iv) el pago de auxilio de cesantías, intereses a las mismas, prima de servicios, vacaciones, auxilio de transporte, calzado y vestido de labor, causadas entre el 1 de marzo de 1995 y el 31 de mayo de 2014; (v) pago de aportes a la seguridad social, y parafiscales; (vi) las indemnizaciones de que tratan los artículos 65 y 99 del C.S.T., y de la Ley 50 de 1990, respectivamente; (vii) reconocimiento del pago parcial de prestaciones sociales y vacaciones, causadas del 1 de junio de 2014 al 28 de febrero de 2015; (viii) indemnización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, y costas.

Las prealudidas súplicas descansan en los hechos alusivos a la relación laboral sostenida con la accionada en los ciclos y modalidades arriba impetrados, en la función de vigilancia o cuidado y apertura de puertas del condominio accionado, por cuenta de su administradora, las 24 horas de los dominicales, y en ocasiones en labores de jardinería, así como para suplir las vacaciones, incapacidades y permisos de otros dos vigilantes, a cambio de un salario mínimo legal mensual, incluido horas extras, e incrementado en $20.000 por labores de jardinería. Que a partir del 1 de agosto de 2014 ejecutó las mismas labores de manera idéntica al horario que cubría los otros vigilantes, esto es, por turnos de 8 horas de lunes a domingo.

Que el 20 de diciembre de 2014 recibió la carta, preavisándole que el contrato de trabajo terminaría el 28 de febrero de 2015, siendo que desde el 9 de julio de ese año, venía gozando de incapacidades ininterrumpidas, por una enfermedad pulmonar; que gracias a la interposición de una acción de tutela en el mes de marzo, fue reintegrado a su puesto de trabajo, con arreglo a la Ley 361 de 1997, pese a que no ordenó la indemnización dineraria; que los aportes a salud y riesgos laborales, se le cancelaron a partir de 2011, que la liquidación de prestaciones sociales se hicieron 
por un monto inferior al legal, y sin consignación de cesantías por 2014.

El conjunto cerrado accionado dio respuesta por lo que se opuso a las pretensiones, y a nombre de 5 copropietarios actuales, llamó en garantía, a igual número de copropietarios anteriores (fl.131 ss.).
A los hechos replicó que el demandante fue contratado de manera permanente, como portero, únicamente desde el 1 de junio de 2014, que a tal calenda le fueron canceladas las prestaciones sociales, y los eventuales días laborados en dominicales. Aceptó que el actor viene con incapacidades desde el 9 de julio de 2014, así como la terminación del contrato de trabajo por vencimiento de la renovación, y por la automatización de la puerta de ingreso. Replicó que no afilió al demandante, en pensiones, por contar éste con 73 años de edad y, en trámite de adquirir la pensión de vejez. Negó la afiliación a salud y riesgos laborales. 

Propuso como excepciones: prescripción, inexistencia de la obligación, buena fe de ella y mala fe de su oponente, compensación por pago de incapacidades; ausencia de la obligación a la afiliación al sistema de pensiones y cobro de lo no debido (fls. 111 y ss). 

Los llamados en garantía, provistos de curador ad-litem, dieron respuesta sin oponerse a las pretensiones, en tanto los fundamento de éstas se acrediten. Aceptaron los hechos contenidos en los documentos. Enlistaron la excepción de prescripción (fls. 186 y ss).
II. SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado de conocimiento, declaró en primer lugar: (i) la existencia del contrato de trabajo verbal deprecado en este asunto, a partir del 1 de marzo de 1995, al 31 de mayo de 2014, (ii) la ineficacia del despido del 28 de febrero de 2015, y (iii) la condición de inválido desde el 22 de febrero de 2015, con una pérdida de la capacidad laboral del 63.18% de origen común.

Condenó al Conjunto Residencial accionado al reconocimiento de: (i) auxilio de transporte, auxilio de cesantías, intereses a las mismas, prima de servicios, compensación dineraria de vacaciones, (ii) el título pensional, correspondientes a aportes a la seguridad social, desde noviembre de 2013 hasta mayo de 2014; (iii) la indemnización por la condición de debilidad manifiesta equivalente a 180 días de salario, (iv) calzado y vestido de labor, correspondiente a la tercera entrega de 2012 y la primera de 2014. Negó las demás pretensiones, y absolvió a las personas naturales llamadas en garantía, a quienes abstuvo de imponerles condena en costas. Declaró no probadas las excepciones, salvo la de prescripción de manera parcial. Y Condenó a la demandad en Costas en un 90 por ciento. 
En su exposición, definió siguiendo las pautas de la demanda, que el actor estuvo ligado al condominio accionado, primero, a través de un contrato de trabajo a término indefinido de 1995 a mayo de 2014, y luego, a través de otro a término fijo del 1 de junio al 28 de febrero de 2015, el que por efecto de una acción de tutela, como mecanismo transitorio hubo de restablecerse, mediante la orden de reintegro, mismo que se ha venido prorrogando año a año desde el 1 de junio de 2015, sin que tal medida pueda ser permanente, dado que el demandante sufre una invalidez, razón por la cual afirma que no tiene por qué estar laborando, por cuanto no retirarlo del servicio violaría sus derechos fundamentales, a sus 75 años, cuyas incapacidades exceden 180 días, y sin pensión; insiste que la medida de reintegro definitivo desconocería las condiciones del ser humano, violentando las disposiciones legales, y generado un perjuicio mayor, por lo que la protección alternativa sería la que se siga pagando seguridad social en salud, a fin de que no se pierda la protección derivada del tratamiento que se viene brindando, medida ésta que no plasmó en la parte resolutiva.

 
Razonó que no era posible ordenar el pago de los aportes a pensiones con anterioridad a la expedición del decreto 2616 de 2013, por cuanto el demandante laboró por días, esto es, dominicales; dispuso el reconocimiento de las prestaciones sociales y vacaciones, causadas hasta el 31 de diciembre de 2014, previa estimación de la prescripción, para aquellas causadas con antelación a octubre de 2012, salvo el auxilio de cesantía. Negó las sanciones previstas en los artículos 65 de C.L. y 99 de la Ley 50 de 1990, por cuanto el contrato aún se encontraba vigente. Y desechó el llamamiento en garantía de los cinco (5) propietarios anteriores, dado que no se trajo prueba de la responsabilidad de estos en la vinculación del actor
Contra el mentado proveído, la parte demandante interpuso la alzada, atacando varios frentes, el primero: la negativa al reintegro definitivo, fundada la inconformidad en que el actor, se encuentra en un estado de debilidad manifiesta, desde septiembre de 2012, sin que para su reintegro sea óbice la edad de aquel. En segundo lugar, dijo que no hay razón para la omisión en el pago de aportes a la seguridad social en el primer contrato, al efecto trajo a cuento la circular 032 del 24 de mayo de 2007 del  Ministerio de la Protección Social, en el sentido de que la tesis de la falladora fuera acertada, solo en el caso de que se superara cierta edad, siendo la afiliación por primera vez, perspectiva que no es la de José Aníbal Echeverri, puesto que éste viene como afiliado al sistema desde 1965, siendo necesarios tales aportes, dado que la fecha de estructuración de invalidez data de 27 septiembre de 2012, y  solo cuenta con aportes a pensiones hasta el 2007 con 860 semanas y, mal haría la justicia en premiar esa omisión permitiéndole pagar por días la seguridad social acogiéndose al Dto.  2616 a partir del 2013.
El tercer ítem de la inconformidad, se enfiló en contra del no reconocimiento de las indemnizaciones moratorias, por la no cancelación de las prestaciones sociales causadas en el primer contrato de trabajo, cesantías e intereses, más cuando se quiso esconder la relación desde 1995, siendo que hay pagos a salud desde 2011. En cuarto y último lugar, reprochó la falta de condena por los días cubiertos a los otros dos vigilantes, durante el período vacacional, que comprendieron los domingos que justamente el juzgado advirtió que no fueron laborados por José Aníbal Echeverri, debidos a esos relevos, son uno o dos domingos seguidos, lo que corrobora que se daban esos quince días de vacaciones de cada uno de los porteros.
CONSIDERACIONES
Problemas jurídicos:

¿Será de recibo que se adopte como definitiva la orden de reintegro dispuesto por el juez de tutela, a favor del demandante, quien frisa en los 75 años, calificada su merma laboral de un 63.18%, dictaminada el 22 de febrero de 2015 y con fecha de estructuración del 27 de septiembre de 2012? ¿Procede la elaboración del título pensional por deuda del empleador, frente al reclamo de la pensión de invalidez.
I- Ab initio, es menester poner en claro que aunque la parte accionada no interpuso alzada contra la decisión que le fuera adversa, lo evidente es que en la parte resolutiva del fallo que se conoce por apelación del actor, no se fijaron los montos de las condenas que requerían dicha cuantificación, lo cual dificultaría en grado sumo la ejecución de los rubros respectivos, aspecto que no se suple con la existencia de un anexo, documento éste no idóneo, ni con fuerza vinculante en aras de que los guarismos allí plasmados adquieran tránsito a cosa juzgada, atribuible, exclusivamente, a la sentencia y no al anexo.

En la práctica y en vista de la implementación del sistema oral en el proceso laboral, los anexos que se anuncian como integrantes del acta que suscribe el o los funcionarios y las partes que participan en la audiencia, revisten una gran importancia o ayuda, como instrumentos o herramientas que se utilizan para describir gráficamente el por qué o la forma cómo se obtienen los resultados de las condenas, empero, sin que quede relevado de asentarse dicho resultado en la considerativa y resolutiva del fallo.

Además, en este evento concreto, si a ese anexo se le diera el mismo valor que a la sentencia, o como integrante de la misma, se observa que en ninguna cifra se encuentra reflejado el rubro de la indemnización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, amén de que es evidente el error en el rubro de auxilio de transporte, en el renglón "2014" dos ultimas columnas, en las que se anuncia en cada una $432.000, cuando en el audio se escucha $360.000, lo que también afecta el resultado, que no es como se dice en el anexo: $1.481.400, sino $1.409.400, como lo anunció la señora juez en el audio.

De allí, entonces, que en la resolutiva de éste se plasmarán los datos omitidos, con las reliquidaciones y correcciones del caso.
II- Acorde con el recorrido que precede, la funcionaria de primer grado, entre otras: (i) declaró la existencia del primer contrato de trabajo al 31 de mayo de 2014, (ii) condenó al pago de prestaciones sociales, auxilio de transporte, calzado y vestido de labor, amén de la compensación por vacaciones, (iii) causadas, todas, por el hecho de haber, José Aníbal Echeverri, fungido como celador las 24 horas de cada domingo o de las que se evidenciaron que se trabajaron en ese interregno, (iv) igualmente, los aportes pensionales por días, pero sólo a partir de la vigencia del decreto 2616 de 2013, o sea desde noviembre de ese año y hasta mayo de 2014, (v) más la indemnización de que trata el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, (vi) tras declarar ineficaz el despido producido en el segundo contrato, y (vii) sin ordenar el reintegro.

A propósito de esto último, y ante la solicitud de aclaración hecha por la parte demandada, la jueza del conocimiento, no accedió a ella, aduciendo que el juzgado lo que hizo fue no ordenar en forma permanente, el reintegro, dispuesto por el juez constitucional, indicando que el contrato se debe dar por terminado, pero precisando que su vigencia se supedita a las diligencias de reconocimiento de la pensión de invalidez y a lo que en segundo grado se decida.

III- Bajo estas premisas refuta la parte actora que le asiste el derecho al reintegro, puesto que el retiro se produjo en instantes en que se hallaba en circunstancias de debilidad manifiesta, sin que  tales circunstancias, ni la avanzada edad constituyan limitantes  legales para que la medida permanezca con el aval de la justicia ordinaria laboral.

Le asiste razón al apelante, por cuanto, la orden de reintegro no se dispuso de manera permanente habida consideración de que el actor poseía una merma de la capacidad laboral del 63.18 por ciento desde la fecha que así lo dictaminó Colpensiones, vale decir, el 22 de febrero de 2015 (fls. 46 y ss), con lo cual la decisión de primera instancia, contradice el sentido de la medida, justamente, autorizada para cuando tal contingencia en la salud se presente al momento del despido, y éste se produzca sin autorización del Ministerio del ramo (artículo 26 de la Ley 361 de 1991).

De otra manera, no se entendería, como la misma medida se ha venido cumpliendo gracias a que el juez de tutela la adoptó de manera transitoria, hasta tanto la justicia ordinaria decida definidamente el asunto, paro lo cual el tutelante disponía de cuatro (4) meses para instaurar la demanda ordinaria, lo que efectivamente hizo y, es lo que justamente, concita definir ahora.

No se trata, tampoco, para que se dé un reintegro real, al punto de ponerle fin a las incapacidades que se le han venido prescribiendo por la entidad de salud como lo intuye la primera instancia, puesto que esto escapa a las facultades del juez, siendo propias de los organismos de salud, quienes recomendarán en su caso, la continuidad de las incapacidades, o las condiciones del reintegro, incluida la reubicación.

Es esa la razón por la cual la medida de reintegro no vulnera ningún derecho fundamental al trabajador, por el contrario, se le preserva y garantiza, puesto que la medida no tendrá un alcance diferente al que se le ha dado a propósito de la ejecución de la misma declarada, transitoriamente, por el juez de tutela.

Desarrollo que ha tenido, no obstante, que el actor encumbra una merma de la capacidad laboral del 63.18 por ciento, con fecha de estructuración del 27 de septiembre de 2012, cuya falta de afiliación a la seguridad social en pensiones, es lo que no ha permitido que sus organismos rectores asuman el reconocimiento de la pensión de invalidez.

Luego, como se verá seguidamente, la pensión de invalidez, no está  a cargo de la seguridad social, motivo por el cual la supeditación de la duración del vínculo laboral al citado reconocimiento pensional, no puede servir de excusa para poner al margen de la empleadora el hecho de que el actor no posea su pensión de invalidez, ni para ponerle límite al contrato de trabajo hasta que se de esta eventualidad, por cuanto las circunstancias que rodean el caso de José Aníbal Echeverry, no son las adecuadas para que el sistema de la seguridad social asuma tal contingencia, según los apartes que seguidamente se memoran de la sentencia de 22 de marzo de 2017, del órgano de cierre de la especialidad laboral, SL 4103, radicación 49638, dictada en el curso de un proceso en que se reclama una pensión de sobrevivientes, empero, que para el sub-lite, reviste idénticas connotaciones:  
“ (…) en tratándose de una prestación definida en función del aseguramiento del riesgo, como la pensión de sobrevivientes [caso igual para la de invalidez], para la Corte resulta trascendental que, antes de asumir las prestaciones correspondientes a la realización del riesgo, las entidades de seguridad social hubieran contado con la posibilidad de gestionarlo, lo que solo se logra con la afiliación oportuna del trabajador o, en subsidio, con algún trámite de convalidación de los tiempos servidos, pero con antelación a que se concrete el riesgo. 

Lo contrario equivaldría a imponer una carga desproporcionada en contra de las entidades de seguridad social, que tendrían que asumir el pago completo de una pensión de sobrevivientes, por la convalidación de un tiempo mínimo e indeterminado de servicios y sin poder adoptar medidas para la gestión adecuada del riesgo, por la falta de afiliación. Así, por ejemplo, si se admitiera irrestrictamente que, ante la falta de afiliación, las administradoras de pensiones son las encargadas del pago de la pensión, se llegaría a la conclusión de que el Instituto de Seguros Sociales, como administradora del régimen de prima media, debe asumir el pago de una pensión respecto de la cual: i) no tuvo conocimiento para iniciar acciones de cobro de los aportes; ii) no pudo prever y gestionar el riesgo de sobrevivientes, a través de reservas o seguros; iii) y tiene que financiar en un 100%, aun si los aportes que puede convalidar a través de título pensional no alcanzan para ello.   

Con arreglo a lo anterior, para la Corte, en el caso específico de las pensiones de sobrevivientes, la subrogación del riesgo pensional en el Instituto de Seguros Sociales, por la vía de la convalidación de tiempos servidos y no cotizados, a través de cálculo actuarial, solo resulta admisible si dicho procedimiento es realizado en su integridad, antes de que se produzca el riesgo que da origen a la prestación, vale decir, la muerte. Si ello es así, la entidad de seguridad social puede asumir y gestionar válidamente el riesgo, a través de los mecanismos y recursos establecidos legalmente para ello, mientras que, si se admitiera esa posibilidad una vez causado el riesgo, se podría dar lugar a que la entidad tenga que financiar una pensión completa, tras el pago de escasos recursos por tiempos indeterminados de servicios”.
Se sabe entonces, que el riesgo se produjo en el momento en que Colpensiones calificó el grado de invalidez del actor, esto es, el 22 de febrero de 2015, y con anterioridad, la empleadora no lo había afiliado a la seguridad social en pensiones, así como tampoco había gestionado el trámite de convalidación de tiempos servidos y no cotizados, a través de cálculo actuarial, subrogación pensional que sólo resulta admisible si dicho procedimiento es realizado en su integridad, antes de que se produzca el riesgo que da origen a la prestación. Sin perjuicio, como se afirmara arriba de la responsabilidad de la empleadora frente al otorgamiento de la prestación.
Por ello, prospera el primer ataque de la censura, por lo que se dispondrá el reintegro mientras subsistan las circunstancias del actor. En cuanto a que dicha medida de reintegro subsista hasta cuando el actor adquiera la gracia pensional de invalidez o de vejez, como lo dispuso la primera instancia, se menester tener en cuenta para la primera, la jurisprudencia recién citada; en cambio, para la pensión de vejez habrá de estimarse que si es plenamente válida la elaboración del título pensional, en orden a construir esta prestación con arreglo a la misma jurisprudencia.
III- En segundo lugar, enfiló el recurso para que se le cubriera un período mayor de la deuda de aportes pensionales, sin que para ello valga la limitación que impuso a raíz de la vigencia del Decreto 2616 de 2013, dado que sólo se ordenó el cálculo actuarial a partir de noviembre de 2013. No le asiste razón al recurrente al pretender que de manera retroactiva se aplique el mentado decreto, en orden a que se disponga la inclusión del actuario pensional de aquella deuda de aportes por días causados con antelación a la entrada en vigencia del mismo. Las normas laborales, carecen de tal aplicación retroactiva, según los términos del artículo 16 del CST, razón por la cual estuvo bien la primera instancia al negar este pedido.

IV- En lo que no estuvo en lo correcto, fue en no haber visto que la prueba testimonial arrimada por el actor, fue contundente en precisar que aquel aparte de haberse desempeñado cada domingo al frente de la vigilancia del Conjunto, también lo hizo cuando reemplazó en los periodos de vacaciones a los otros dos vigilantes, que en cambio del demandante, laboraban por turnos en los restantes días de la semana, motivo por el cual se adicionaran a las distintas condenas por cada año, no cubierto por la prescripción, 30 días con las respectivas reliquidaciones, y la deuda de aportes, en la misma proporción causados después de noviembre de 2013 y hasta mayo de 2014. 
Se advierte además, que tal adición implica necesariamente la deducción de cuatro días dominicales por año, pues tal como lo afirmó la vocera judicial del recurrente, los días en que el actor cubrió el periodo vacacional de los otros dos vigilantes, no laboraba los domingos, siendo entonces relevado por un tercero.  
Esta deuda equivale a $3`392.157, conforme a la reliquidación de prestaciones sociales, compensación en dinero de las vacaciones, y auxilio de transportes, cada una cuantificada así:

· Cesantías desde marzo de 1995 a mayo de 2014 la suma de $1`672.807, advirtiendo que para los años 1995 y 2014, únicamente se toman los domingos laborados dispuestos por la a-quo, sin incluir el periodo de vacaciones de los otros dos vigilantes, pues en tratándose de anualidades fraccionadas y no de años completos, la Sala desconoce si éstas ya habían sido o no disfrutadas, lo cual le incumbía probar a la parte demandante para su correspondiente liquidación.
· Compensación de vacaciones, le corresponde al actor por los 1.470 días laborados, con base en el último salario la suma de $1`257.667.
· Intereses a las cesantías $4.417

· Prima de servicios: $198.996
· Auxilio de transporte: $254.040. 

Respecto de estos tres últimos rubros, se advierte que la liquidación se realiza con base en el número de domingos laborados que quedaron a salvo de la prescripción, y sin incluir el periodo de vacaciones de los dos vigilantes para los años 2012 y 2014, por los motivos antes expuestos. Tampoco se accede a la reliquidación del monto reconocido a título de calzado y vestido de labor.
V- No prospera, por último el recurso, en cuanto a la indemnización moratoria tanto del artículo 65 del CST, como la del 99 de la Ley, cuyo análisis pertinente a la buena fe contractual se ausculta a la finalización del vínculo laboral, y como quiera, que este hecho no se ha dado, puesto que la relación laboral se encuentra vigente, por fuerza de la decisión del juez de tutela de manera transitoria y ahora, adoptada en forma permanente, mientras subsisten las circunstancias de la salud del demandante y este no adquiera el status pensional.

Sin embargo, habrá lugar a la condena por la sanción al no pago de intereses, introducida equivocadamente por el recurrente como una indemnización moratoria, que no se encuentra abarcada en las disposiciones citadas por la recurrente.
Vale la sanción por no pago de intereses: $ 4.417. 
De esta manera, se ha dado respuesta a cada uno de los puntos cuestionados por la censura. 

En conclusión se revocará parcialmente la decisión.
Sin costas en esta instancia, en vista de la prosperidad del recurso de apelación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, Sala de Decisión No. 3 administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1.  Modifica el numeral primero de la sentencia conocida en apelación. En su lugar:

1.1. Declara la existencia del contrato de trabajo habido entre José Aníbal Echeverri y el Conjunto Residencial Cerrado Favi II, entre el 1 de marzo de 1995 y el 31 de mayo de 2014, periodo en el cual ejecutó labores de vigilancia durante un total de 1.470 días, los cuales 930 lo fueron en jornadas dominicales y, 540 días en turnos de lunes a sábado, conforme se explicó en la parte motiva.

2. Modifica los numerales segundo, tercero, octavo y décimo. En su lugar, dispone:

2.1. Condena al Conjunto Residencial Cerrado Favi II y en pro de José Aníbal Echeverri, a cancelar los rubros y valores siguientes: auxilio de cesantía: $1`672.807, intereses a las mismas: $4.518, sanción por no pago de intereses a la cesantía: $4.417, prima de servicios: $198.996, compensación en dinero de vacaciones: $1`257.667, y auxilio de transporte: $254.040.
2.2. Declara probada la excepción de prescripción para los derechos causados con antelación al 30 de octubre de 2012, salvo el crédito de auxilio de cesantía.
2.3. Condena al Conjunto Residencial Cerrado Favi II y en favor de José Aníbal Echeverri, a pagar el título pensional por los aportes pensionales dejados de realizar desde el 20 de noviembre de 2013 al 31 de mayo de 2014, a razón de 78 días laborados en el 2013, y 21 en el 2014, previo cálculo a elaborar por la entidad de seguridad social a la que se encuentra afiliado José Anibal Echeverri, con base en un salario mínimo legal mensual vigente en cada año. El Conjunto Residencial cumplirá tal obligación dentro de los 15 días siguientes al recibo de la información.
3. Revoca el numeral séptimo, cuya sustitutiva quedará integrada al numeral cuarto, conjuntamente con el numeral quinto. En consecuencia el numeral cuarto quedará con las siguientes adiciones: 

3.1. Declara el reintegro de José Aníbal Echeverri, a su puesto de trabajo como vigilante del Conjunto Residencial Cerrado Favi II: (i) en las mismas condiciones en que el Conjunto ha cumplido la orden del juez de tutela, y (ii) mientras subsisten las circunstancias de salud y no adquiera el status pensional.  
3.2. Condena al Conjunto Residencial Cerrado Favi II y a favor de José Aníbal Echeverri, a cancelar la suma de $3`696.000 a título de la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361, la suma de $3`696.000.
4. Confirma lo demás
Sin Costas en este grado. 
Esta decisión queda notificada en estrados.
Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Las Magistradas
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA         
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      

ANEXO

	Año 
	Salario  mínimo
	Auxilio de Transporte
	Días Laborados 
	Salario Base de liquidación 
	Cesantías 
	Días tenidos en cuenta  a salvo de prescripción 
	Intereses a las cesantías 
	Prima de servicios
	Compensación de vacaciones
	Auxilio de transporte

	1995
	$118.934
	$10.815
	43
	$129.749
	$15.498
	
	
	
	
	

	1996
	$142.125
	$13.567
	78
	$155.692
	$33.733
	
	
	
	
	

	1997
	$172.005
	$17.250
	78
	$189.255
	$41.005
	
	
	
	
	

	1998
	$203.826
	$20.700
	78
	$224.526
	$48.647
	
	
	
	
	

	1999
	$236.460
	$24.012
	78
	$260.472
	$56.436
	
	
	
	
	

	2000
	$260.100
	$26.413
	79
	$286.513
	$62.874
	
	
	
	
	

	2001
	$286.000
	$30.000
	78
	$316.000
	$68.467
	
	
	
	
	

	2002
	$309.000
	$34.000
	78
	$343.000
	$74.317
	
	
	
	
	

	2003
	$332.000
	$37.500
	78
	$369.500
	$80.058
	
	
	
	
	

	2004
	$358.000
	$41.600
	78
	$399.600
	$86.580
	
	
	
	
	

	2005
	$381.500
	$44.500
	78
	$426.000
	$92.300
	
	
	
	
	

	2006
	$408.000
	$47.700
	79
	$455.700
	$100.001
	
	
	
	
	

	2007
	$433.700
	$50.800
	78
	$484.500
	$104.975
	
	
	
	
	

	2008
	$461.500
	$55.000
	78
	$516.500
	$111.908
	
	
	
	
	

	2009
	$496.900
	$59.300
	77
	$556.200
	$118.965
	
	
	
	
	

	2010
	$515.000
	$61.500
	79
	$576.500
	$126.510
	
	
	
	
	

	2011
	$535.600
	$63.600
	77
	$599.200
	$128.162
	
	
	
	
	

	2012
	$566.700
	$67.800
	79
	$634.500
	$139.238
	9
	$418
	$15.863
	
	$20.340

	2013
	$589.500
	$70.500
	78
	$660.000
	$143.000
	78
	$3.718
	$143.000
	
	$183.300

	2014
	$616.000
	$72.000
	21
	$688.000
	$40.133
	21
	$281
	$40.133
	$1.257.667
	$50.400

	TOTAL 
	1470
	
	$1.672.807
	
	$4.417
	$198.996
	$1.257.667
	$254.040
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